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SCI-872-2013
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Ing. Luis Paulino Méndez, Rector a.i.
Licda. Nery Agüero, Jefa de la Comisión de la Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
26 de setiembre de 2013

	
	

	Asunto:


	Sesión Ordinaria No. 2839 Artículo 15, del 26 de setiembre de 2013.  Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre Proyecto de Ley “Adición de un Artículo 58 Bis a la Ley contra la Corrupción del Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública No. 8422




Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. En Sesión Ordinaria No. 2829 del Consejo Institucional, celebrada el 24 de julio de 2013, se conoce oficio CJ-207-2013  con fecha de recibido 18 de julio del 2013, suscrita por la Licda. Nery Agüero, Jefa de la Comisión de la Asamblea Legislativa, en la cual la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos remite para su estudio el Proyecto “Adición de un Artículo 58 Bis a la Ley contra la Corrupción  el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, No. 8422, del 06 de octubre de 2004, para sancionar el incumplimiento de deberes en perjuicio de los servicios públicos”, expediente No. 18.063, publicado en el Alcance 32 a La Gaceta  117 del 17 de junio del 2011.   Además informa que en Sesión No. 8 del martes 2 de julio, se acordó, según moción aprobada, consultar el proyecto a su representada.  

2. Mediante oficio SCI-611-2013,  con fecha  24 de julio  de  2013, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la M.Sc. Grettel Ortíz Álvarez,  Directora de la Asesoría Legal, se solicita criterio sobre el pronunciamiento del Proyecto “Adición de un Artículo 58 Bis a la Ley contra la Corrupción  el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, No. 8422, del 06 de octubre de 2004, para sancionar el incumplimiento de deberes en perjuicio de los servicios públicos”. 

3. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio,  Asesoría Legal-462-2013, con fecha 31 de julio del 2013, suscrito por la M.Sc. Grettel Ortíz Álvarez,  Directora de la Oficina de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio sobre el Proyecto de Ley “Adición de un Artículo 58 Bis a la Ley contra la Corrupción  el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, No. 8422, del 06 de octubre de 2004, para sancionar el incumplimiento de deberes en perjuicio de los servicios públicos”,  y que en lo conducente dice:

 “I ANTECEDENTES: 

· El presente Proyecto de Ley fue presentado por el Diputado José María Villalta Florez Estrada.
· Ingresa al Plenario Legislativo el 5 de abril de 2011 
· Asignado a la Comisión de Asuntos Jurídicos  el 21 de junio del 2011, fecha que se incluye en el orden del día.
II- Propuesta:

Según se desprende de la exposición de motivos  del proponente, se pretende  introducir una adición a la  Ley   Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, en el artículo 58 bis con el fin de sancionar en  una forma más gravosa el incumplimiento de deberes en perjuicio de los servicios públicos.

ARTÍCULO ÚNICO.- Adicionase un nuevo artículo 58 bis a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, N. º 8422, de 6 de octubre de 2004 y sus reformas, que se leerá de la siguiente manera:

“Artículo 58 bis.- Incumplimiento de deberes en perjuicio de los servicios públicos. Será sancionado con pena de setenta y cinco a trescientos días multa o con prisión de uno a tres años, el funcionario público que, contando con recursos disponibles, omita, rehúse hacer o retarde la realización de inversiones o la construcción o reparación de obras públicas necesarias para la adecuada prestación de servicios públicos.
La pena será de ciento cincuenta a cuatrocientos días multa o de dos a cinco años de prisión, si como consecuencia de la conducta tipificada en el párrafo anterior se producen fallas en la prestación de los servicios públicos que ocasionen un perjuicio para los usuarios.”
Rige a partir de su publicación.


III Análisis de la propuesta.

· Convención Interamericana contra la Corrupción
Firmada por Costa Rica  en Caracas Venezuela, el 29 de marzo de 1996. Aprobada  por la Asamblea Legislativa de Costa Rica, a los tres días del mes de abril de mil novecientos noventa y siete.  (Ley 7670).

Medidas preventivas

“A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:

1.- Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas. Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones. Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. Tales medidas ayudarán a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en la gestión pública.
2.- Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta. Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades.”
(…)
9.- Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas.”

Actos de corrupción

1.- La presente Convención es aplicable a los siguientes actos de corrupción:

a) El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas;
b) El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para ese funcionario público o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas;
c) La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero;
d) El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualesquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo; y
e) La participación como autor, coautor, instigador, cómplice, encubridor o en cualquier otra forma en la comisión, tentativa de comisión, asociación o confabulación para la comisión de cualquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo”
(…)
· Constitución Política.
El artículo 11 de la Constitución Política establece “Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública.

La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas.”
(Así reformado por la Ley No. 8003 del 8 de junio del 2000).

En igual sentido el artículo 50 de la Constitución Política establece como derecho y garantía social que: “El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza.
Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Por ello, está legitimada para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado.

El Estado garantizará, defenderá y preservará ese derecho. La ley determinará las responsabilidades y las sanciones correspondientes.”
 	(Así reformado por Ley No. 7412 del 3 de junio de 1994).

Nuestro Legislador  ha reconocido desde el fuero  constitucional  la necesidad de dejar claro que los funcionarios públicos  son simples depositarios de la ley y siendo así, deben de cumplir  una serie de deberes y obligaciones en los cargos que  ocupen, dirigidos siempre al bien común. 
Ambos artículos establecen además la obligación por parte del Estado de establecer los mecanismos necesarios para llevar a cabo un control,  y determinar si esa obligatoriedad de cumplimiento de los deberes asignados por ley se está cumpliendo.

Para cumplir este fin en los últimos años se han promulgado algunas Leyes como por ejemplo: La Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley de Control Interno, Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, Ley de la Defensoría de los Habitantes de la República, Ley de Creación de la Procuraduría de la Ética  Pública, entre otras.
Jurisprudencialmente se ha considerado  la necesidad   de mejorar la normativa que permita luchar contra la corrupción en la función Pública.  “Sobre los alcances generales del Proyecto importa acotar que la actualización y mejoramiento de la normativa relacionada con la lucha contra la corrupción en la función pública  es fundamental desde la perspectiva jurídica, entre otras, pues, de un lado , deben satisfacerse las obligaciones que internacional  e internamente adquirió al suscribir    la Convención Interamericana contra la Corrupción , y del otro, uno  de los postulados básicos del Estado democrático de derecho es la responsabilidad  de los funcionarios  públicos  y la transparencia en el ejercicio de su función (artículo 11 de la Constitución). No se debe dejar de lado, así mismo la función que también la Constitución atribuye a la Contraloría General de la República…”

· Decreto  Ejecutivo.

Con el Fin de cumplir este objetivo el propio Poder Ejecutivo ha modificado el  Reglamento de la propia Ley  Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Público por ejemplo en junio del 2012 El Poder Ejecutivo emite el Decreto Decreto Nº 37182-MP-JP, transcribir el considerando del mismo que refleja la necesidad de un mejor y eficaz sistema de control para evitar la corrupción en la función pública.

CONSIDERANDO:

1º—Que es una tarea permanente del Estado el combatir cualquier forma de corrupción.
2º—Que mediante Ley Nº 8422 del 6 de octubre del 2004 se promulgó la Ley contra la
Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, la cual fue reglamentada por el Decreto Nº 32333 del 12 de abril del 2005.
3º—Que la corrupción es un mal que amenaza a todas las sociedades y Estados, valiéndose de múltiples maniobras para burlar mecanismos de control y fiscalización, circunstancia que nos obliga a mantenernos en constante vigilancia, revisando periódicamente la normativa y estrategia para combatirla y cerrando cualquier portillo que le permita actuar.
4º—Que algunos funcionarios públicos, por la naturaleza de sus cargos, se enfrentan constantemente a situaciones de riesgo, lo cual, en aras de la transparencia y el deber de cuidado que debe privar en el ejercicio público, nos llama a extremar controles.
5º—Que es necesario regular con mayor precisión la lista de funcionarios obligados a declarar su situación patrimonial, tanto al inicio, anualmente y al finalizar su nombramiento, incluyendo dentro de ella a todos aquellos funcionarios que tienen a su cargo el otorgar autorizaciones o permisos a particulares, o bien fiscalizar la ejecución de obras o servicios públicos. 
6º—Que el Poder Ejecutivo le sometió a la Contraloría General de la República el proyecto del presente Reglamento, conforme al artículo 71 de la Ley Nº 8422.
7º—Que el Poder Ejecutivo ha acogido las recomendaciones hechas por la Contraloría General de la República, contenidas en el Oficio 5689 (DJ-0590-2012) de 12 de junio del 2012.
8º—Que el Poder Ejecutivo reconoce y se muestra consiente que la Contraloría General de la República podrá normar, en virtud de sus competencias constitucionales y legales, todo aquello que corresponda a sus encargos funcionales.

POR TANTO,
DECRETAN;

“Reforma al artículo 56 del Reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el
Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública”

Artículo 1.- Agréguese al artículo 56 inciso 3 del Reglamento a la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, un subinciso i), el cual se leerá de la siguiente manera:

“Aquellos que tengan a su cargo el otorgamiento de avales, permisos o autorizaciones a particulares, o fiscalizar la ejecución y cumplimiento de obras y servicios.”

Transitorio Único: Los departamentos de recursos humanos de los órganos y entes que conforman las Administraciones Públicas del Estado, deberán comunicar a la Contraloría General de la República, en un plazo no mayor a un mes posterior a la publicación de este decreto, los funcionarios que en sus respectivas dependencias realizan las tareas indicadas en el artículo anterior y que no se encuentran incluidos actualmente dentro del grupo obligado a rendir la declaración de bienes.

Artículo 2.- Rige a partir de su publicación.
Dado en la Presidencia de la República a los diecinueve días del mes de junio de dos mil doce.”

· La Ley General de la Administración Pública.
De la Responsabilidad Disciplinaria del Servidor

Artículo 211.-

1. El servidor público estará sujeto a responsabilidad disciplinaria por sus acciones, actos o contratos opuestos al ordenamiento, cuando haya actuado con dolo o culpa grave, sin perjuicio del régimen disciplinario más grave previsto por otras leyes.

· Código Penal.
“El artículo 332 del Código Penal señala: Incumplimiento de Deberes: Será reprimido con pena de inhabilitación de uno a cuatro años, el funcionario público que ilegalmente omita, rehúse hacer o retarde algún acto propio de su función. Igual pena se impondrá al funcionario público que ilícitamente no se abstenga, se inhiba o se excuse de realizar un trámite, asunto o procedimiento, cuando está obligado a hacerlo.”

Cohecho impropio. 

ARTÍCULO 340.-

Será reprimido con prisión de seis meses a dos años, el funcionario público que, por sí o por persona interpuesta, recibiere una dádiva o cualquier otra ventaja indebida o aceptare la promesa de una retribución de esa naturaleza para hacer un acto propio de sus funciones. (Así modificada la numeración de este artículo por el numeral 185, inciso a), de la ley No.7732 de 17 de diciembre de 1997, que lo traspasó del 338 al 340) 

Cohecho propio. 

ARTÍCULO 341.-

Será reprimido, con prisión de dos a seis años y con inhabilitación para el ejercicio de cargos y empleos públicos de diez a quince años, el funcionario público que por sí o por persona interpuesta, recibiere una dádiva o cualquier otra ventaja o aceptare la promesa directa o indirecta de una retribución de esa naturaleza para hacer un acto contrario a sus deberes para no hacer o para retardar un acto propio de sus funciones. (Así reformado por el artículo 251 de la Ley Nº 7331 de 13 de abril de 1993) 
(Así modificada la numeración de este artículo por el numeral 185, inciso a), de la ley No.7732 de 17 de diciembre de 1997, que lo traspasó del 339 al 341) 
	
Corrupción agravada.

ARTÍCULO 342.-
Si los hechos a que se refieren los dos artículos anteriores tuvieren como fin el otorgamiento de puestos públicos, jubilaciones, pensiones, o la celebración de contratos en los cuales esté interesada la administración a la que pertenece el funcionario, la pena de prisión será:
1) En el caso del artículo 338*, de uno a cinco años;

*(NOTA DE SINALEVI:   debido a modificación efectuada por la ley No.7732 de 17 de diciembre de 1997, que corrió su numeración, el artículo 338 actualmente corresponde al 340).
	
2) En el caso del artículo 339*, de tres a diez años. 

*(NOTA DE SINALEVI:  debido a modificación efectuada por la ley No.7732 de 17 de diciembre de 1997, que corrió su numeración, el artículo 339 actualmente corresponde al 341).

(Así modificada la numeración de este artículo por el numeral 185, inciso a), de la ley No.7732 de 17 de diciembre de 1997, que lo traspasó del 340 al 342)
	
Aceptación de dádivas por un acto cumplido. 

ARTÍCULO 343.-

Será reprimido, según el caso, con las penas establecidas en los artículos 338 y 339 disminuidas en un tercio, el funcionario público que, sin promesa anterior, aceptare una dádiva o cualquier otra ventaja indebida por un acto cumplido u omitido en su calidad de funcionario. (Así modificada la numeración de este artículo por el numeral 185, inciso a), de la ley No.7732 de 17 de diciembre de 1997, que lo traspasó del 341 al 343) 

Ofrecimiento u otorgamiento de dádiva o retribución 
Artículo 343 bis - Será reprimido con prisión de dos a seis años quien ofreciere otorgare directa o indirectamente, dádiva, retribución u otra ventaja indebida a cada funcionario público de otro Estado, para que realice u omita cualquier acto en el ejercicio de sus funciones. 
	
(Así adicionado por el artículo único de la Ley No. 8115 de 18 de diciembre de 2001)  [footnoteRef:0] [0:  Procuraduría General de la República Sistema de Información (SINALEVI)] 


· Propuesta:
 
De esta forma la propuesta   pretende  adicionar  a la Ley de Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, una pena  mucho mayor, que la establecida en el Código Penal, sea la privación de libertad, y multa.”

Es indiscutible que la realidad nos indica que en la función pública ha existido un actuar indebido por algunos funcionarios públicos incumpliendo su mandato de servidor público, donde su actuar debe ser dirigido por principios  que contemplen el bien común, la solidaridad  el reparto justo de la riqueza con una debida protección e inversión del heraldo público. Sin dejar de compartir el espíritu del proponente, es importante determinar si sanciones más fuertes son la única solución y el resultado o efecto que ello tiene, o si es necesario que junto a leyes más estrictas, se complementen campañas de civismo, un compromiso responsable por parte   de las personas  encargadas de designar  puestos claves a  las personas más idóneas no solo como profesionales sino en su formación ética, compromiso social y de solidaridad. Así como un sistema adecuado, eficiente de control interno en cada institución, que comprenda un seguimiento y una fiscalización en temas como el presente.   No sobra acá la tan reitera frase, que para muchos representa solo palabras vacías “el funcionario público llega a servir y no a servirse” 		
	
· CONCLUSIONES RECOMENDATIVAS:

1- Se comparte sin lugar a dudas el espíritu de la propuesta a sabiendas que el deber del servidor público comprende el bien común, bajo el estricto cumplimiento de los  procedimientos  determinados para tal fin. 
2- Que el mismo efecto negativo contempla el  incumplimiento de ese deber entendido como acción u omisión, siendo clave la trasparencia en el actuar, la rendición de cuentas y los controles externos e internos. 
3- Que si bien es cierto, propuestas como estas son loables al pretender evitar el mal manejo fondos de públicos, no debe de dejarse de lado la necesidad de fortalecer y hacer eficaces los controles internos en cada institución, que por ley y reglamentación están establecidos, considerando que una de las grandes debilidades y fallas para determinar ese uso indebido, dentro de otros aristas  radica en este punto.
4- Como se indicó con anterioridad existe una serie de leyes y reglamentos que han tratado este tema, por lo que se considera recomendable una revisión de la misma, desde el punto de vista de: proporcionalidad, si la conducta  ya se encuentra regulada y que tipo de sanción  tiene entre otros. Lo anterior es importante ante  una materia tan delicada  ya que debe quedar  claramente establecido dentro del contexto normativo que rige este tema, principalmente con el fin evitar problemas al operador judicial y por seguridad jurídica.

4. En la Sesión No. 2835 del Consejo Institucional, se procedió  a dar lectura al pronunciamiento propuesto por la Presidencia del Consejo Institucional, sin embargo, a solicitud del Lic. William Buckley, miembro de este órgano colegiado, se dispuso retirar la propuesta con la finalidad de revisarla y realizar aportes adicionales.  

5. Los aportes realizados por el Lic. William Buckley, miembro de este órgano colegiado  son los siguientes:

“INFORME SOBRE PROYECTO DE LEY CONTRA LA CORRUPCION Y EL ENRIQUECIMIENTO ILICITO EN LA FUNCION PUBLICA (ADICION DE UN ARTICULO 58 BIS

ANTECEDENTES DE LA LEY No. 8422
La Ley No. 8422 fue promulgada el 6 de octubre de 2004, a raíz de las obligaciones adquiridas por Costa Rica en el marco de la Convención de las Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana Contra la Corrupción.
Concretamente el Estado costarricense adquirió el compromiso de crear, mantener y fortalecer mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción. En esa inteligencia, la ley en cuestión se enfoca en dotar al sistema de herramientas efectivas para luchar contra el flagelo de la corrupción que corroe a la sociedad y de la cual no se escapa la función pública.

TIPIFICACION DE LOS DELITOS CONTRA LOS DEBERES DE LA FUNCION PÚBLICA
En el Código Penal de 1970, vigente al día de hoy, encontramos el Título de los “Delitos contra los deberes de la función pública”, que agrupa una serie de delincuencias, que en el derecho comparado se han establecido como tales.
La Ley 8422, vino ampliar la gama de delitos contra los deberes de la función pública ya existentes en el ordenamiento jurídico, introduciendo trece nuevos tipos penales.

EL SERVICIO PÚBLICO
Doctrinariamente se concibe al servicio público como “    El concepto funcional, en cambio, atiende para definir el servicio público, a que la actividad sea pública, sea que se cumpla por un órgano de la administración del Estado, o la autoridad simplemente tome la iniciativa en orden a realizar la actividad, aún cuando ella sea cumplida por un particular, reservándose sólo el control de su ejercicio. En este caso, será servicio público una actividad que persigue un fin de interés general, ya sea realizado por un órgano del Estado o por un particular. De esta forma se explican los casos en que el Estado crea o participa en empresas, pero sin un fin de lucro, sino más bien, con el objetivo de brindar prestaciones al público, por ejemplo: ferrocarriles, transportes en general, etc.

Finalidad del servicio público.
En tanto, el fin del servicio público es satisfacer las necesidades públicas. Por lo tanto, resulta necesario definir el alcance de las necesidades públicas. 
En primer lugar, debe señalarse que no son lo mismo que necesidades colectivas, estas últimas simplemente constituyen la suma de necesidades individuales. La distinción puede apreciarse, en que algunas necesidades colectivas son atendidas por los particulares: alimentación, servicios médicos, etc. Pero existen necesidades colectivas de interés general que sólo cumple la Administración con exclusión de los particulares, por ejemplo, defensa de la nación, justicia, etc. Finalmente, hay necesidades a cuya satisfacción concurren tanto los servicios de la Administración como los particulares, por ejemplo, el transporte público.
Cuando las necesidades colectivas son generales y su satisfacción es asumida por el Estado adoptando alguna de las formas que más adelante se indicará, se convierten en necesidades públicas.
La existencia de una necesidad, elevada al carácter de pública, y atendida como función obligatoria para el Estado, constituye sin duda, el elemento fundamental del servicio público. Por ejemplo, la preservación de la salud de la población constituye una necesidad pública. De allí que se ha creado un sistema de salud pública, independientemente del rol que en este campo puede caber a los particulares.
 El funcionario público debe observar en el desempeño de sus funciones, honestidad, transparencia,  eficiencia, imparcialidad, imparcialidad, igualdad, rectitud, buena fe, todo en aras de la consecución del fin público.
EFICIENCIA y LEGALIDAD 
La administración de los recursos públicos, ha de realizarse en estricta observancia a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, todo ello en consonancia con el deber de probidad.
La responsabilidad del servidor, no es sólo en los casos en que incumple el ordenamiento jurídico, sino también cuando su actuación se torna en ineficiente, lo cual debe analizarse sobre los fundamentos de la razonabilidad, la lógica, la técnica y la proporcionalidad.
Así las cosas, la adición a la ley de marras, viene a responsabilizar al servidor que, por omisión injustificada incumpla su deber con grave daño para la sociedad. Se trata de agravar el ilícito del incumplimiento de deberes.
PROPONE:
Avalar la adición de un artículo 58 bis a la Ley 8422, agregándole la palabra injustificada, como lo hace el artículo 357 del Código Penal, de modo que no quepa duda, de que lo que viene a agravar la conducta es la omisión injustificada.”

SE ACUERDA: 

a. Pronunciarse a favor del Proyecto de Ley “Adición de un Artículo 58 Bis a la Ley contra la Corrupción  el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, No. 8422, del 06 de octubre de 2004, para sancionar el incumplimiento de deberes en perjuicio de los servicios públicos”, Expediente No. 18.586. 

b. Recomendar a la Comisión de Asuntos Jurídicos, tomar en consideración las sugerencias y recomendaciones emitidas en los considerandos 3 y 5. 
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